El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir en audiencia la sentencia de segunda instancia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría.
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Providencia:                             Sentencia de 26 de abril de 2017
Radicación Nro.

66001-31-05-003-2015-00368-01

Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


Carlos Alfonso Loaiza Hernández y otra 
Demandado:


Porvenir S.A.
Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            
Juzgado Tercero Laboral del Circuito

Tema:
1. REQUISITOS EXIGIDOS A LOS PADRES DEL AFILIADO FALLECIDO.
Cuando el causante afiliado al Sistema General de Pensiones haya dejado causada la pensión de sobrevivientes de acuerdo con lo establecido en el artículo 46 de la ley 100 de 1993, esto es, que hubiere cotizado por lo menos 50 semanas dentro de los tres últimos años anteriores al fallecimiento, le corresponde acreditar a los padres aspirantes a la pensión de sobrevivientes, la dependencia económica que tenían respecto de aquel, tal y como lo señala el literal D del artículo 47 de la ley 100 de 1993 modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003.

2. INTERPRETACIÓN DEL REQUISITO DE LA DEPENDENCIA ECONÓMICA LUEGO DE LA SENTENCIA C-111 DE 2006 DE LA C. CONSTITUCIONAL.
En ese sentido, la Sala de Casación Laboral por medio de la sentencia SL 14923 de 29 de octubre de 2014 radicación Nº 47.676 con ponencia del Magistrado Rigoberto Echeverri Bueno explicó que el hecho de que la dependencia económica no deba ser total o absoluta, no significa que cualquier estipendio que se les otorga a los familiares pueda ser tenido como prueba determinante para ser beneficiario de la pensión, pues la finalidad de esa prestación es servir de amparo para quienes se ven desprotegidos ante la muerte de quien les colaboraba realmente a mantener unas condiciones de vida determinadas; motivo por el que señaló que se deben configurar los siguientes elementos para su reconocimiento: i) Debe ser cierta y no presunta, esto es, que se tiene que demostrar efectivamente el suministro de recursos de la persona fallecida hacia el presunto beneficiario, y no se puede construir o desvirtuar a partir de suposiciones o imperativos legales abstractos como el de la obligación de socorro de los hijos hacia los padres; ii) La participación económica debe ser regular y periódica, de manera que no pueden validarse dentro del concepto de dependencia los simples regalos, atenciones, o cualquier otro tipo de auxilio eventual del fallecido hacía el presunto beneficiario; iii) Las contribuciones que configuran la dependencia deben ser significativas, respecto al total de ingresos de beneficiarios de manera que se constituyan en un verdadero soporte o sustento económico de éste; por lo que, tales asignaciones deben ser proporcionalmente representativas, en función de otros ingresos que pueda percibir el sobreviviente, de tal manera que si, por ejemplo, recibe rentas muy superiores al aporte del causante, no es dable hablar de dependencia.    
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SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, veintiséis de abril de dos mil diecisiete, siendo las diez y quince minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 18 de abril de 2016, dentro del proceso que promueven el señor CARLOS ALFONSO LOAIZA HERNÁNDEZ y la señora MARÍA GRACIELA QUINTERO BRITO en contra de la AFP PORVENIR S.A., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-003-2015-00368-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretenden los demandantes que le justicia laboral declare que en su calidad de padres de Diego Fernando Loaiza Quintero tienen derecho a que se les reconozca la pensión de sobrevivientes y con base en ello aspiran que se condena a la AFP Porvenir S.A. a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 1º de octubre de 2013, los intereses moratorios del artículo 141 de la ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor.

Refieren que: Su hijo Diego Fernando Loaiza Quintero falleció el 1º de octubre de 2013 cuando se encontraba prestando sus servicios en el INPEC, encontrándose afiliado en ese momento a la AFP Porvenir S.A.; siempre vivió con ellos en la manzana 8 casa 23 del Barrio Campestre A del municipio de Dosquebradas; con su trabajo él aportaba al hogar la suma de $500.000 mensuales que eran destinados para el mercado, víveres, grano, verduras y completar el pago de la empleada doméstica; en junio y noviembre de 2014 solicitaron el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, la cual fue negada mediante comunicados de 26 de junio y 4 de diciembre de 2014 respectivamente; según certificación emitida por el INPEC, Diego Fernando para la fecha de su deceso devengaba mensualmente la suma de $1.442.759.
Al dar respuesta a la demanda –fls.63 a 69- la AFP Porvenir S.A. aceptó los hechos relacionados con la fecha de deceso del señor Diego Fernando Loaiza Quintero, su vínculo de consanguinidad con los demandantes, su afiliación a ese fondo de pensiones, las solicitudes de reconocimiento pensional y sus correspondientes negativas. Frente a los demás hechos manifestó que no eran ciertos o que no le constaban. Se opuso a las pretensiones formulando las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación, cobro de lo no debido, ausencia de derecho sustantivo, falta de legitimación por activa y falta de causa en las pretensiones de la demanda”, “Buena fe”, “Prescripción” e “Innominada o genérica”.

En sentencia de 18 de abril de 2016, la funcionaria de primer grado determinó que si bien Diego Fernando Loaiza Quintero dejó causada la pensión de sobrevivientes a favor de sus beneficiarios al tener acreditadas más de 50 semanas cotizadas dentro de los tres años anteriores a su deceso ocurrido el 1º de octubre de 2013, lo cierto es que sus padres Carlos Alfonso Loaiza Hernández y María Graciela Quintero Brito no dependían económicamente de su hijo, pues los aportes que él realizaba de $500.000 mensuales, no eran fundamentales para la manutención de ellos, al punto que el modo de vida de los accionantes no varió con el deceso de su hijo y en consecuencia la ausencia de aportes económicos por parte de él, ya que el hogar se ha mantenido con las pensiones que devengan los demandantes y con el aporte realizado también por uno de sus yernos. 
No hubo apelación de la sentencia, por lo que al haber resultado la decisión completamente desfavorable a los intereses de los demandantes, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta a su favor.
En este estado se corre traslado a las partes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones, a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURIDICO:

¿Acreditan los demandantes la dependencia económica propia de los padres frente a sus hijos fallecidos para que se les reconozca la pensión de sobrevivientes que reclaman?

1. REQUISITOS EXIGIDOS A LOS PADRES DEL AFILIADO FALLECIDO

Cuando el causante afiliado al Sistema General de Pensiones haya dejado causada la pensión de sobrevivientes de acuerdo con lo establecido en el artículo 46 de la ley 100 de 1993, esto es, que hubiere cotizado por lo menos 50 semanas dentro de los tres últimos años anteriores al fallecimiento, le corresponde acreditar a los padres aspirantes a la pensión de sobrevivientes, la dependencia económica que tenían respecto de aquel, tal y como lo señala el literal D del artículo 47 de la ley 100 de 1993 modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003. 

2. INTERPRETACIÓN DEL REQUISITO DE LA DEPENDENCIA ECONÓMICA LUEGO DE LA SENTENCIA C-111 DE 2006 DE LA C. CONSTITUCIONAL.

A través de la sentencia de constitucionalidad C-111 del 22 de febrero de 2006, cuya ponencia estuvo a cargo del Magistrado, Dr. Rodrigo Escobar Gil, la honorable Corte Constitucional, decidió a petición de un ciudadano, declarar inexequible el nuevo alcance interpretativo que el artículo 13 de la Ley 797 de 2003
 le  impregnó a la exigencia de la dependencia económica, en relación a los padres del causante que aspiraban a la pensión de sobrevivientes, retornándole a tal requisito el sentido hermenéutico que poseía en vigencia de los artículos 47 y 74 originales de la ley 100 de 1993, cuando no se exigía que la subordinación económica de aquellos, en relación al causante, fuera total y absoluta.

En ese sentido, la Sala de Casación Laboral por medio de la sentencia SL 14923 de 29 de octubre de 2014 radicación Nº 47.676 con ponencia del Magistrado Rigoberto Echeverri Bueno explicó que el hecho de que la dependencia económica no deba ser total o absoluta, no significa que cualquier estipendio que se les otorga a los familiares pueda ser tenido como prueba determinante para ser beneficiario de la pensión, pues la finalidad de esa prestación es servir de amparo para quienes se ven desprotegidos ante la muerte de quien les colaboraba realmente a mantener unas condiciones de vida determinadas; motivo por el que señaló que se deben configurar los siguientes elementos para su reconocimiento: i) Debe ser cierta y no presunta, esto es, que se tiene que demostrar efectivamente el suministro de recursos de la persona fallecida hacia el presunto beneficiario, y no se puede construir o desvirtuar a partir de suposiciones o imperativos legales abstractos como el de la obligación de socorro de los hijos hacia los padres; ii) La participación económica debe ser regular y periódica, de manera que no pueden validarse dentro del concepto de dependencia los simples regalos, atenciones, o cualquier otro tipo de auxilio eventual del fallecido hacía el presunto beneficiario; iii) Las contribuciones que configuran la dependencia deben ser significativas, respecto al total de ingresos de beneficiarios de manera que se constituyan en un verdadero soporte o sustento económico de éste; por lo que, tales asignaciones deben ser proporcionalmente representativas, en función de otros ingresos que pueda percibir el sobreviviente, de tal manera que si, por ejemplo, recibe rentas muy superiores al aporte del causante, no es dable hablar de dependencia.    

EL CASO CONCRETO

No se encuentra en discusión que: i) Diego Fernando Loaiza Quintero es hijo del señor Carlos Alfonso Loaiza Hernández y de la señora María Graciela Quintero Brito, pues así se corrobora con el registro civil de nacimiento expedido por Notaría Cuarta del Círculo de Pereira –fl.17-; ii) Él falleció el 1º de octubre de 2013, ya que así se evidencia en el registro civil de defunción visible a folio 20 del expediente, y iii) Dentro de los tres años anteriores a su deceso ocurrido el 1º de octubre de 2013, hizo aportes a la AFP Porvenir S.A. correspondientes a 154.29 semanas de cotización, como se ve en la historia laboral allegada por la entidad accionada –fls.85 a 93-, dejando causada de esta manera la pensión de sobrevivientes a favor de sus beneficiarios, de conformidad con lo previsto en el numeral 2º del artículo 46 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003.
Bajo esas circunstancias, para que se les reconozca la pensión de sobrevivientes en calidad de padres de Diego Fernando Loaiza Quintero, les correspondía al señor Carlos Alfonso Loaiza Hernández y a la señora María Graciela Quintero Brito, acreditar la dependencia económica frente a su hijo fallecido, en la forma señalada precedentemente; y con ese fin solicitaron que fueran escuchados los testimonios de Rafael Fernando Castro Cantillo, Héctor Jairo Suaza Betancourt y Marleny Cardona Chica, quienes como allegados cercanos a la familia sostuvieron que desde que el afiliado fallecido empezó a prestar sus servicios en el INPEC, siempre les ayudó económicamente a sus padres, ingresos que para el momento del deceso ascendían aproximadamente a la suma de $500.000, los cuales eran destinados a pagar la empleada del servicio contratada para realizar los quehaceres del hogar y para la alimentación; indicaron que la económica de los demandantes se vio menguada con el fallecimiento de su hijo Diego Fernando, pues a partir de ese momento no pudieron continuar cancelando los servicios de tiempo completo de la empleada doméstica, sino que se vieron en la necesidad de contratarla por medio tiempo; igualmente afirmaron que la otra situación que se vio afectada en la vida de los demandantes, es que ya no pudieron volver a pasear en la forma en la que lo hacían.
Al absolver el interrogatorio de parte solicitado por la AFP Porvenir S.A., los demandantes informaron que ellos desde hace más de 10 años se encuentran pensionados; que para ese momento la señora Quintero Brito devengaba por concepto de pensión de vejez la suma de $1.600.000, que le quedan después de los respectivos descuentos, mientras que el señor Loaiza Hernández por ese mismo concepto devenga el salario mínimo; expresaron que ellos no pagan arriendo, ya que viven en la casa de propiedad de su hija Claudia; que los gastos que se generan en el hogar son cubiertos con las sumas que ellos devengan como pensionados, los aportes que hace su yerno y los que hacía su hijo fallecido; finalmente indicaron que con la muerte de Diego Fernando, no pudieron conservar de tiempo completo los servicios de la persona que fue contratada para que les ayude en los quehaceres del hogar, ya que desde ese momento solo pudieron cubrir los gastos que generan esos servicios por medio tiempo, siendo esta en realidad la única implicación económica que tuvo el deceso de su hijo.
De conformidad con lo manifestado por los testigos y lo confesado por los propios demandantes, las condiciones de vida de los accionantes no se vieron menguadas con el deceso de su hijo, debido a que el aporte de $500.000 que hacía Diego Fernando Loaiza Quintero solo era destinado a cancelar los servicios de la empleada doméstica de tiempo completo, es decir, que ese aporte realmente no era significativo en el sostenimiento del hogar, pues nótese que nunca se ha visto afectada la manutención de los accionantes, y es que ni siquiera prescindieron completamente de los servicios de la empleada doméstica, ya que como ellos mismos lo revelaron, pudieron, con sus ingresos y los de su yerno, continuar cancelando los servicios que por medio tiempo les presta la referida empleada.

Así las cosas, acertada resultó la decisión adoptada por la a quo de negar las pretensiones en consideración a que los demandantes no dependían económicamente de su hijo fallecido Diego Fernando Loaiza Quintero, motivo por el que habrá de confirmarse.

Costas en esta sede no se causaron.  

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

CONFIRMAR la sentencia que por consulta se ha conocido.
Sin costas en esta instancia.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.
Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPULVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� Ley 797 de 2003. Art. 13. Norma que modificó los literales c) de los artículos 47 y 74 de la Ley 100 de 1993. La nueva reglamentación fue la siguiente: “Son beneficiarios de la pensión de sobrevivientes:


(…)





d) A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente e hijos con derecho, serán beneficiarios los padres del causante si dependían económicamente de forma total y absoluta de éste.  
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